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SECCIÓN II. MESA III-B PRAL.796/2026 

A U D I E N C I A      C O N S T I T U C I O N A L

En San Bartolo Coyotepec, Oaxaca, a las DIEZ HORAS CON 
OCHO MINUTOS DEL VEINTITRÉS DE JULIO DE DOS MIL 
VEINTISÉIS,  hora y día señalados en autos, para que tenga verificativo la 

audiencia constitucional en el juicio de amparo 796/2026, promovido por 
********* ********* ******* ******* *** ******, por 
conducto de  ****** ******* ******* *********, el Juez Emmanuel 
Hernández Alva, Titular del Juzgado Primero de Distrito en el Estado de 

Oaxaca, quien actúa ante la persona Secretaria Lucía Concepción 
Nicolás Ruiz, que autoriza y da fe, en términos del artículo 124 de la Ley 

de Amparo, la declara abierta, sin la asistencia de las partes.

A continuación, la persona Secretaria relaciona las constancias de 

autos, y da cuenta, que hasta esta hora, no existe promoción presentada 

por alguna de las partes.

Asimismo, se CERTIFICA: que el plazo de tres días que se 

concedió a la persona quejosa en proveído de seis de julio actual, para 

que proporcionara el domicilio actual y exacto del tercero interesado 

****** ******* **** (diverso al que obra en autos), a efecto de 

emplazarlo a juicio, transcurrió del trece al quince de julio del año en 

curso, sin que lo hubiere hecho. 

En ese orden, en cuanto al hecho de que no obra el emplazamiento 

del citado tercero interesado, al respecto se considera que resulta 

innecesario el llamamiento del mismo, sin que con dicha determinación 

contravenga la Jurisprudencia 1a./J. 90/2010 de la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 448 del Tomo 

XXXIII del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Materia 

Común, Novena Época, del rubro “TERCERO PERJUDICADO. CUANDO 
SE RECLAMEN VIOLACIONES AL DERECHO DE PETICIÓN O A LOS 
PRINCIPIOS DE PLENITUD Y EXPEDITEZ EN LA ADMINISTRACIÓN 
DE JUSTICIA, EXISTE SI EL ACTO RECLAMADO DERIVA DE UN 
JUICIO O PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO”, pues 

si bien es cierto el acto emana de un litigio laboral, en donde la 

contraparte del quejoso tiene la calidad de tercero interesado en el 

presente juicio de amparo, no menos cierto es que la omisión que se 

reclama no genera derechos sobre los cuales pudiera oponerse, toda vez 
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que el acto reclamado consiste en la dilación en el juicio laboral para 

emitir el laudo respectivo; y por ende, no se puede considerar que tenga 

un interés contrario al quejoso, esto es, aun cuando los efectos de la 

sentencia protectora se limitaran a amparar al quejoso para que el tribunal 

responsable realice determinados actos procesales, ello incide 

exclusivamente en la autoridad responsable. 

Resulta aplicable la Jurisprudencia VI.T. J/1 (10a.) emitida por el 

Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, visible en la 

página 1751 del Libro VIII Tomo 2 del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Mayo de 2012, Materia Común, Décima Época, 

del rubro y texto siguientes:

“TERCERO PERJUDICADO. SI LOS EFECTOS DE LA 
SENTENCIA PROTECTORA SE LIMITAN A AMPARAR AL 
QUEJOSO PARA QUE LA RESPONSABLE REALICE 
DETERMINADOS ACTOS PROCESALES Y DICTE RESOLUCIÓN 
DEFINITIVA, AQUÉL CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA 
INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN, PUES ELLO NO LE 
CAUSA PERJUICIO (ALCANCE DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 
90/2010). La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia 1a./J. 90/2010, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXIII, enero de 2011, página 448, de rubro: "TERCERO 
PERJUDICADO CUANDO SE RECLAMEN VIOLACIONES AL 
DERECHO DE PETICIÓN O A LOS PRINCIPIOS DE PLENITUD Y 
EXPEDITEZ EN LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, EXISTE SI 
EL ACTO RECLAMADO DERIVA DE UN JUICIO O 
PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO.", determinó 
que la figura del tercero perjudicado en el juicio de garantías tiene su 
génesis en el artículo 5o. de la Ley de Amparo, numeral que instituye 
a la citada parte procesal en su fracción III y, particularmente, en su 
inciso a) designa como tal a la contraparte del agraviado cuando el 
acto reclamado emana de un juicio o controversia que no sea del 
orden penal; así también, sostuvo que la mencionada figura jurídica 
no puede dejar de existir en función de la naturaleza de los actos que 
se impugnen, aun cuando se trate de violaciones a la garantía de 
justicia pronta y expedita, por lo que será suficiente con que se haya 
tenido un interés contrario al del agraviado en el juicio de primer 
orden para que, por ese solo hecho, se adquiera el carácter de 
tercero perjudicado en la vía constitucional. Lo anterior permite 
determinar el alcance de la jurisprudencia en cita, habida cuenta que 
si la razón por la que debe llamarse al tercero perjudicado al juicio de 
garantías obedece a que tuvo un interés contrario al del quejoso en 
el juicio natural, entonces el requisito para que dicho tercero pueda 
promover el recurso de revisión debe ser que en la sentencia de 
amparo prevalezca ese interés antagónico o que se le produzca una 
afectación directa e inmediata. Ello es así, en virtud de que los 
artículos 107, fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y 4o. de la Ley de Amparo, establecen el 
principio de instancia de parte agraviada, premisa que a su vez se 
hace extensiva al recurso de revisión, pues de los artículos 83, 
fracción IV y 88 de la citada ley, se advierte implícitamente la 
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necesidad de que la sentencia de amparo irrogue alguna lesión a los 
derechos del inconforme a fin de que éste se encuentre en 
posibilidad de impugnar esa afectación; por tanto, cuando los efectos 
de la sentencia protectora se limitan a amparar al quejoso para que 
el tribunal o la Junta responsable realice determinados actos 
procesales y dicte la resolución definitiva, ello incide exclusivamente 
en la autoridad responsable, por lo que al no prevalecer el interés 
contrario del tercero perjudicado, éste carece de legitimación para 
interponer el recurso de revisión y, por tanto, procede desechar el 
citado medio de defensa.”.

Enseguida se pasa al periodo de pruebas, en el que con fundamento 

en los artículos 119 y 123 de la Ley de Amparo, se tiene por desahogada 

la se admiten y se tienen por desahogadas en este acto las documentales 

ofrecidas por la parte quejosa, las que adjuntó a su escrito de demanda 

consistentes en copia certificada del Instrumento Notarial Número ****** 

********** *** *********** ******* * **** , otorgado ante la fe del Licenciado 

Eduardo García Villegas, Titular de la Notaria Número 15, de la Ciudad de 

México, y copia de la cedula profesional de ******* ****** ********.

Así como instrumental de actuaciones y la presuncional legal y 
humana. 

Acto seguido, se hace constar que no existen pruebas pendientes 

de desahogarse. 

El Juez acuerda: no habiendo más pruebas por desahogar se 

cierra la etapa probatoria. 

Acto continuo, abierta la fase de ALEGATOS, se informa que no 

fueron vertidos, por lo que concluye ésta, y se procede a dictar resolución.

VISTOS, y
R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación y datos de la demanda. Mediante escrito 

presentado vía electrónica el veinticuatro de junio de dos mil veintiséis, en 

la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el 

Estado de Oaxaca, y turnado el mismo día, ********* ********* 

******* ******* *** ******, por conducto de  ****** ******* 

******* *********, solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal, 

contra actos de la Junta Especial Número 32 de la Federal de 
Conciliación y Arbitraje en el Estado de Oaxaca.

SEGUNDO. Trámite del juicio. Mediante auto de veintiséis de junio 

de dos mil veintiséis, se admitió a trámite la demanda de amparo radicada 

con el número 796/2026; se requirió a la autoridad responsable su informe 
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con justificación, se otorgó la intervención correspondiente al 

Representante Social de la adscripción; y se señaló hora y fecha para la 

celebración de la audiencia constitucional, la cual tuvo verificativo al tenor 

del acta que antecede, 

C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Primero de Distrito en el 

Estado de Oaxaca, es legalmente competente para resolver este juicio de 

amparo, de conformidad con lo previsto en los artículos 37 y 107 de la Ley 

de Amparo; 48, 49 y 55 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación, en relación con el punto cuarto, fracción XIII, del Acuerdo 

General número 3/2013, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de febrero de dos 

mil trece; al reclamarse un acto imputado a una autoridad en materia 

laboral con residencia en la circunscripción territorial en la que este 

órgano de control constitucional ejerce su jurisdicción.

SEGUNDO. Materia del juicio de amparo. Antes de analizar lo 

referente a la certeza del acto reclamado, es necesario precisar cuál es 

éste, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 74, fracción I, de la 

Ley de Amparo, para lo cual es necesario efectuar un análisis conjunto de 

la demanda.

De la lectura integral de la demanda se deduce que la parte quejosa 

señaló como actos reclamados de la Junta Especial Número 32 de la 
Federal de Conciliación y Arbitraje en el Estado, con sede en Oaxaca 
de Juárez, Oaxaca:

➢ La omisión y dilación de dictar laudo en el expediente 
********.

TERCERO. Certeza o inexistencia del acto reclamado. De 

acuerdo con la técnica jurídica que rige al juicio de amparo, resulta 

oportuno pronunciarse respecto de la certeza o inexistencia del acto que 

se tilda de inconstitucional, ya que por razón de método, en toda 

sentencia de amparo, dicho proceder debe ocurrir previamente y sólo en 

el caso de su existencia, lo aleguen o no las partes, el Tribunal que 

conoce del procedimiento debe estudiar las causas de improcedencia 

aducidas o que en su criterio se actualicen para, por último y de ser 

procedente el juicio, entrar al análisis del fondo del asunto.

Lo anterior es así, entre otras razones, ya que de no existir el acto 

combatido, sería ocioso ocuparse del estudio de cualquier causa de 

L
U

C
IA

 C
O

N
C

E
PC

IO
N

 N
IC

O
L

A
S R

U
IZ

706a6620636a6633000000000000000000016f91
10/05/29 11:31:11

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Página 5 de 13 (sin incluir las páginas de las evidencias criptográficas de las firmas electrónicas).

improcedencia, y en el evento de ser fundada alguna de éstas, legalmente 

resultaría imposible analizar las cuestiones de fondo; en otras palabras, el 

estudio de alguna causa de improcedencia o del fondo del asunto, implica 

en el primer caso, que el acto reclamado sea cierto; y en el segundo, que 

además de ser cierto, el juicio sea procedente.

3.1 Certeza del acto reclamado. La autoridad responsable Junta 
Especial Número 32 de la Federal de Conciliación y Arbitraje del 
Estado de Oaxaca, fue omisa en rendir su informe justificado, no 

obstante, haber quedado oportunamente notificada de su petición desde 

el treinta de junio de dos mil veintiséis, por tanto, en los términos del 

artículo 117, párrafo cuarto de la Ley de Amparo, se presume cierto el 
acto que se le atribuye.

CUARTO. Procedencia de la demanda. Previo el estudio del fondo 

del asunto, procede analizar si contra el acto cuya existencia ha quedado 

determinada se actualiza alguna causa de improcedencia, ya sea que la 

hayan invocado las partes, o bien, oficiosamente sea advertida por el 

suscrito juzgador, toda vez que se trata de una cuestión de orden público 

y de estudio preferente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 62 

de la Ley de Amparo1. 

En ese sentido, al no existir causal de improcedencia hecha valer por 

las partes, o que este Juzgado Federal advierta de oficio, conforme a lo 

dispuesto por el artículo 76 de la Ley de Amparo y en virtud de que es el 

momento idóneo para analizar el acto tildado de inconstitucional. Sin que 

en el caso haya necesidad de transcribir los conceptos de violación, por 

no causar ningún perjuicio a las partes, además de no existir disposición 

legal que obligue a ello.

QUINTO. Análisis de los conceptos de violación. Son 
sustancialmente fundados los conceptos de violación esgrimidos 
por la parte quejosa, en los que esencialmente aduce que el actuar de la 

Junta responsable se traduce en que la omisión que reclama, lleva 

implícita la negativa de administrar justicia a la parte quejosa, al no emitir 

el laudo respectivo, dentro del plazo establecido en el artículo 885 de la 

Ley Federal del Trabajo,  como se expone a continuación.

En principio es oportuno referir que el derecho humano de 

1 Artículo 62. Las causas de improcedencia se analizarán de oficio por el órgano jurisdiccional que conozca del juicio de amparo. 
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administración de justicia contenido en el artículo 17 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece:

“Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, 
ni ejercer violencia para reclamar su derecho. 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 
tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 
manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, 
quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 
(…)”. 
Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente 
civil.”
De la interpretación del citado artículo en su párrafo segundo, se 

pone de manifiesto que tal numeral garantiza a favor de los gobernados el 

acceso efectivo a la justicia, pues le da la posibilidad de ser parte dentro 

de un proceso y a promover la actividad jurisdiccional que, una vez 

cumplidos los respectivos requisitos procesales, permita obtener una 

decisión en la que se resuelva sobre las pretensiones deducidas.

En efecto, el derecho público subjetivo de acceso a la impartición de 

justicia contenido en el artículo 17 Constitucional, en la vertiente de 

justicia pronta, se traduce en la obligación de las autoridades 

encargadas de su impartición, de resolver las controversias ante ellas 

planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal efecto se 

establezcan en las leyes, pero además vinculó a su cumplimiento no sólo 

a las autoridades judiciales, sino también a las que realizan labores 

jurisdiccionales, como las ahora responsables.

Sin embargo, también deja a la voluntad del legislador establecer los 

plazos y términos conforme a los cuales se administrará la justicia, 

limitando esa prerrogativa fundamental, con el fin de lograr que las 

instancias de justicia constituyan el mecanismo expedito, eficaz y 

confiable al que los gobernados acudan para dirimir cualquiera de los 

conflictos que deriven de las relaciones jurídicas que entablen, siempre y 

cuando las condiciones o presupuestos procesales que se establezcan 

encuentren sustento en los diversos principios o derechos consagrados 

en la propia Constitución General de la República.

De lo anterior, se obtiene que el gobernado tiene derecho a que se le 

administre justicia, lo cual será en los plazos y términos que fijen las 

propias leyes de la materia.
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Asimismo, de la garantía individual de acceso a la impartición de 

justicia consagra a favor de los gobernados, se desprenden los siguientes 

principios: 

a) Justicia pronta, que se traduce en la obligación de las 

autoridades encargadas de su impartición, de resolver las 

controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos 

que para tal efecto se establezcan en las leyes.

b) Justicia completa, consistente en que la autoridad que conoce 

del asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de 

los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario; y garantice al 

gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la 

aplicación de la ley al caso concreto se resuelva si le asiste o no 

razón sobre los derechos que le garantice la tutela jurisdiccional que 

ha solicitado.

c) Justicia imparcial, que significa que el Juzgador emita una 

resolución no sólo apegada a derecho, sino, fundamentalmente, que 

no dé lugar a que pueda considerarse que existió favoritismo 

respecto de alguna de las partes o arbitrariedad en su sentido, y

d) Justicia gratuita, que estriba en que los Órganos del Estado 

encargados de su impartición, así como los servidores públicos a 

quienes se les encomienda dicha función, no cobraran a las partes 

en conflicto emolumento alguno para la prestación de ese servicio 

público. 

Además, la Corte estableció que si el derecho constitucional citado 

está encaminado a asegurar que las autoridades encargadas de aplicarlo 

lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, es claro que 

las que se encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los 

derechos que la integran son todas aquellas que realizan actos 

materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de 

competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto 

suscitado entre diversos sujetos de derecho, independientemente de que 

se trate de órganos judiciales, o bien, sólo materialmente jurisdiccionales.

Las anteriores consideraciones se contienen en la jurisprudencia 

2a./J. 192/2007, con registro 171257, que se consulta en la página 

doscientos nueve, del tomo XXVI, octubre de dos mil siete, del Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, con número de 
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registro 171257, de rubro siguiente:

“ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 17 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE 
INTEGRAN LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATIVA, A CUYA 
OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE 
REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES. La 
garantía individual de acceso a la impartición de justicia consagra a 
favor de los gobernados los siguientes principios: 1. De justicia 
pronta, que se traduce en la obligación de las autoridades 
encargadas de su impartición de resolver las controversias ante ellas 
planteadas, dentro de los términos y plazos que para tal efecto 
establezcan las leyes; 2. De justicia completa, consistente en que la 
autoridad que conoce del asunto emita pronunciamiento respecto de 
todos y cada uno de los aspectos debatidos cuyo estudio sea 
necesario, y garantice al gobernado la obtención de una resolución 
en la que, mediante la aplicación de la ley al caso concreto, se 
resuelva si le asiste o no la razón sobre los derechos que le 
garanticen la tutela jurisdiccional que ha solicitado; 3. De justicia 
imparcial, que significa que el juzgador emita una resolución 
apegada a derecho, y sin favoritismo respecto de alguna de las 
partes o arbitrariedad en su sentido; y, 4. De justicia gratuita, que 
estriba en que los órganos del Estado encargados de su impartición, 
así como los servidores públicos a quienes se les encomienda dicha 
función, no cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por 
la prestación de ese servicio público. Ahora bien, si la citada garantía 
constitucional está encaminada a asegurar que las autoridades 
encargadas de aplicarla lo hagan de manera pronta, completa, 
gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se encuentran 
obligadas a la observancia de la totalidad de los derechos que la 
integran son todas aquellas que realizan actos materialmente 
jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de competencia 
tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre 
diversos sujetos de derecho, independientemente de que se trate de 
órganos judiciales, o bien, sólo materialmente jurisdiccionales. 

En efecto, dicho precepto contiene el derecho fundamental de 

seguridad jurídica a favor del gobernado, a saber, la administración de 

justicia, la cual comprende, entre los cuatro principios, el de Justicia 
pronta, que consiste en la obligación de las autoridades encargadas de 

su impartición, de resolver las controversias ante ellas planteadas, 
dentro de los términos y plazos que para tal efecto se establezcan en 
las leyes.

Del texto constitucional se advierte además, que la prontitud 

comprende tanto el desarrollo del trámite o procedimiento como el 

pronunciamiento de la resolución respectiva a través de la cual se 

dirima la controversia. 

Además, que los plazos para impartir justicia deben ser 
respetados, ya que de lo contrario no sólo se trasgrede un derecho 

L
U

C
IA

 C
O

N
C

E
PC

IO
N

 N
IC

O
L

A
S R

U
IZ

706a6620636a6633000000000000000000016f91
10/05/29 11:31:11

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Página 9 de 13 (sin incluir las páginas de las evidencias criptográficas de las firmas electrónicas).

fundamental de los ciudadanos, sino que se atenta contra uno de los 

pilares de la democracia, ya que pretende que los conflictos que se 

suscitan en la sociedad sean resueltos a través de un procedimiento que 

garantice justicia, orden, seguridad y paz social. 

Así, la duración excesiva y no justificada por parte de la 
autoridad, implica una clara violación al derecho humano de justicia 
pronta2, el cual consiste en la obligación de las autoridades encargadas 

de impartirla, de resolver las controversias ante ellas planteadas.

Por su parte, los numerales 685, primer párrafo, 686, primer párrafo, 

771, 885, 886, 887, 888, 889 y 890 de la Ley Federal del Trabajo, 

establecen:

“Artículo 685. El proceso del derecho del trabajo será público, 
gratuito, inmediato, predominantemente oral y conciliatorio y se 
iniciará a instancia de parte. Las Juntas tendrán la obligación de 
tomar las medidas necesarias para lograr la mayor economía, 
concentración y sencillez del proceso.
Cuando la demanda del trabajador sea incompleta, en cuanto a que 
no comprenda todas las prestaciones que de acuerdo con esta Ley 
deriven de la acción intentada o procedente, conforme a los hechos 
expuestos por el trabajador, la Junta, en el momento de admitir la 
demanda, subsanará ésta. Lo anterior sin perjuicio de que cuando la 
demanda sea obscura o vaga se proceda en los términos previstos 
en el artículo 873 de esta Ley.
Artículo 686. El proceso del derecho del trabajo y los 
procedimientos paraprocesales, se sustanciarán y decidirán en los 
términos señalados en la presente Ley.
Las Juntas ordenarán que se corrija cualquier irregularidad u omisión 
que notaren en la sustanciación del proceso, para el efecto de 
regularizar el procedimiento, sin que ello implique que puedan 
revocar sus propias resoluciones, según lo dispone el artículo 848 de 
la presente Ley.
Artículo 771.  Los Presidentes de las Juntas y los Auxiliares 
cuidarán, bajo su más estricta responsabilidad, que los juicios que 
ante ellos se tramiten no queden inactivos, proveyendo lo que 
conforme a la Ley corresponda hasta dictar laudo, salvo disposición 
en contrario.
En caso de no cumplir lo anterior, se harán acreedores a las 
sanciones que establezcan las Leyes de responsabilidades 
administrativas de los servidores públicos.
Artículo 885. Al concluir el desahogo de las pruebas, formulados los 
alegatos de las partes y previa certificación del secretario de que ya 
no quedan pruebas por desahogar, se dará vista a las partes por el 
término de tres días para que expresen su conformidad con dicha 
certificación, bajo el apercibimiento de que si transcurrido el término 
señalado no lo hicieren y hubiere pruebas por desahogar, se les 
tendrá por desistidos de las mismas para todos los efectos legales y 

2 Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) “Artículo 25. Protección Judicial. 
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la 
ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente convención, aun cuando tal 
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. […]”
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se procederá conforme a lo que dispone el párrafo siguiente. En 
caso de que las partes, al desahogar la vista señalada, acrediten que 
alguna o algunas pruebas ofrecidas no se desahogaron, la Junta, 
con citación de las mismas, señalará dentro de los ocho días 
siguientes día y hora para su desahogo. Desahogadas las pruebas 
pendientes, las partes formularán alegatos dentro de las veinticuatro 
horas siguientes.
Hecho lo anterior, el auxiliar, de oficio, declarará cerrada la 
instrucción y, dentro de los diez días siguientes, formulará por 
escrito el proyecto de laudo, que deberá contener los elementos 
que se señalan en el artículo 840 de esta Ley.
[...]
Artículo 886. Del proyecto de laudo se entregará copia a cada uno 
de los integrantes de la Junta.
Dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquel en que se 
hubiere recibido la copia del proyecto, cualquiera de los 
integrantes de la Junta podrá solicitar que se practiquen las 
diligencias que juzgue convenientes para el esclarecimiento de la 
verdad.
La Junta, con citación de las partes, señalará, en su caso, día y hora 
para el desahogo, dentro de un término de ocho días, de las pruebas 
que no se llevaron a cabo o para la práctica de las diligencias 
solicitadas.
Artículo  887. Transcurrido el término a que se refiere el artículo 
anterior, concedido a los integrantes de la Junta, o en su caso, 
desahogadas las diligencias que en este término se hubiesen 
solicitado, el Presidente de la Junta citará a los miembros de la 
misma, para la discusión y votación, que deberá efectuarse dentro 
de los diez días siguientes al en que hayan concluido el término 
fijado o el desahogo de las diligencias respectivas.
Artículo 888. La discusión y votación del proyecto de laudo se 
llevarán a cabo en sesión de la Junta, certificando el secretario la 
presencia de los participantes que concurran a la votación, de 
conformidad con las normas siguientes:
I. Se dará lectura al proyecto de resolución y a los alegatos y a las 
observaciones formulados por las partes;
II. El Presidente pondrá a discusión el negocio con el resultado de 
las diligencias practicadas; y
III. Terminada la discusión, se procederá a la votación, y el 
Presidente declarará el resultado.
Artículo  889. Si el proyecto de resolución fuere aprobado, sin 
adiciones ni modificaciones, se elevará a la categoría de laudo y se 
firmará de inmediato por los miembros de la Junta.
Si al proyecto se le hicieran modificaciones o adiciones, se ordenará 
al secretario que de inmediato redacte el laudo, de acuerdo con lo 
aprobado. En este caso, el resultado se hará constar en acta.
Artículo 890. Engrosado el laudo, el Secretario recogerá, en su 
caso, las firmas de los miembros de la Junta que votaron en el 
negocio y, una vez recabadas, turnará el expediente al actuario, para 
que de inmediato notifique personalmente el laudo a las partes.

Estos lineamientos no se cumplen en el caso concreto, ya que de los 

artículos transcritos, se instituye el derecho de la parte quejosa para 

acudir a la jurisdicción del Estado, constituyendo un derecho a la justicia; 

entendido como valor social, que debe ser respetado por todas las 

L
U

C
IA

 C
O

N
C

E
PC

IO
N

 N
IC

O
L

A
S R

U
IZ

706a6620636a6633000000000000000000016f91
10/05/29 11:31:11

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Página 11 de 13 (sin incluir las páginas de las evidencias criptográficas de las firmas electrónicas).

autoridades, observando los plazos y términos establecidos; por lo que, el 

derecho de acceder a la justicia, esto es, de acudir a los tribunales, se 

traduce en la obligación que tiene el Estado de instituir la administración 

de justicia como un servicio público, y para ello se crearon los órganos 

jurisdiccionales, cuyo acceso debe estar, en lo posible, libre de 

obstáculos. 

En la especie, de las constancias de autos se advierte, el cuatro de 

octubre de dos mil veintidós, la autoridad responsable turnó los autos al 

Auxiliar para que formulara el proyecto en forma de laudo, siendo evidente 

que ha transcurrido con exceso el plazo que prevé el artículo 838 de la 

Ley Federal del Trabajo (cuarenta y ocho horas), para proveer lo relativo, 

transcurrieron MAS DE TRES AÑOS a la fecha de resolución del presente 

asunto, sin que se le haya emitido el laudo correspondiente.

Bajo ese contexto, el proceder de la autoridad responsable conlleva 

a un retraso excesivo e irracional respecto de la determinación que 

debió emitir en el citado expediente laboral, actualizándose con ello, 

violaciones de carácter negativo de la autoridad, de apegar sus 

actuaciones a los plazos y términos legalmente establecidos, generando 

también que se transgredan las formalidades del procedimiento, lo que se 

traduce en actos de molestia al retardarse desmedidamente esa 

instancia laboral.

En las relatadas condiciones, el proceder de la junta responsable 
viola en perjuicio del peticionario del amparo el derecho fundamental 
de impartición de justicia pronta y expedita establecida en el artículo 
17 de la Carta Magna, pues desde la fecha en que se turnaron los autos 

para la elaboración del proyecto de resolución en forma de laudo en el 

referido juicio (cuatro de octubre de dos mil veintidós), a la en que se 

actúa TRANSCURRIERON MÁS DE TRES AÑOS, siendo evidente que 
ha transcurrido en exceso el término de DIEZ DÍAS a fin de emitir el 
laudo correspondiente, así, la omisión de dictar el laudo relativo, 

constituye una violación de carácter negativo o abstención de la autoridad 

de apegar sus actuaciones a los plazos y términos legalmente 

establecidos, generando también que se transgredan las formalidades 
del procedimiento, lo que se traduce en actos de molestia al retardarse 

injustificadamente la instancia laboral sin tomar en consideración el 

principio de celeridad y máxima economía procesal que establece el 

artículo 685 de la Ley Federal del Trabajo.
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En ese tenor, si el artículo 17 Constitucional, en la parte conducente, 

permite a los gobernados acceder a la impartición de justicia expedita en 

los plazos y términos que fijen las leyes, y la autoridad omite cumplir ese 

deber, sea porque no desarrolla el procedimiento dentro de los tiempos 

establecidos para ese fin o porque omite proveer lo conducente de 

manera interna para su buena marcha y desenvolvimiento, persistiendo 

esa misma condición de retardo u omisión del trámite durante la 

tramitación del juicio de amparo, por lo que la autoridad no agota 

cabalmente el procedimiento a fin de emitir la resolución correspondiente, 

lo que en el caso acontece.

En las relatadas condiciones, lo procedente es CONCEDER EL 
AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL para el efecto 

de que la autoridad responsable Junta Especial Número 32 de la 
Federal de Conciliación y Arbitraje en el Estado de Oaxaca, de 
manera inmediata, realicen los actos necesarios para emitir el laudo 

correspondiente en el juicio laboral **********.

5 Efectos del fallo protector. Así, en términos de los artículos 74, 

fracción V, y 77, fracción II, de la Ley de Amparo, se precisa que con 

motivo de la concesión de amparo, una vez que cause ejecutoria esta 

sentencia la Junta Especial Número 32 de la Federal de Conciliación y 
Arbitraje en el Estado de Oaxaca, deberá dentro del ámbito de sus 

facultades:

• Emitir el laudo correspondiente en el expediente laboral 

********.

• Notificar el laudo a las partes, de conformidad con el artículo 

890 de la Ley Federal de Trabajo.

Por lo expuesto y fundado, se

R E S U E L V E

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a la parte  

quejosa  ********* ********* ******* ******* *** 

******, contra el acto que reclamó de la Junta Especial Número 32 
de la Federal de Conciliación y Arbitraje en el Estado de Oaxaca, en 

términos de lo expuesto en el último considerando de esta resolución.

Notifíquese.

Así, lo resolvió el Juez Emmanuel Hernández Alva, Titular del 

Juzgado Primero de Distrito en el Estado de Oaxaca, ante la persona 
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Secretaria Lucía Concepción Nicolás Ruiz, que autoriza y da fe, quienes 

firman electrónicamente. Se cierra la audiencia en la fecha de su inicio 

(veintitrés de julio del año en curso), a la hora señalada en las evidencias 

criptográficas generadas por el Sistema Electrónico del Consejo de la 

Judicatura Federal. Conste.

*Colaboró: María López Sarmiento

 Razón. De la sentencia que antecede se generaron los oficios 18186, a las 
autoridades correspondientes. Conste.
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aEl veintitres de julio de dos mil veintiseis, la licenciada Lucía Concepción

Nicolás Ruiz, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Primero de Distrito
en el Estado de Oaxaca, hago constar y certifico que en esta versión pública
no existe información clasificada como confidencial o reservada en términos
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Conste.


